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Y VISTOS Y CONSIDERANDO: 

Da apelación efectuada por la defensa d< 
Gertrudis Silvia Encdna Guzmán cuestiona la orden d¡ 
allanamiento librada por el magistrado instructor, al a.firmal 
<jue aquella carece de fundamentaoión, lo que según su tesis 
acarrea la nulidad de esa autorización y lo actuado en ss 
consecuencia. 

A f. 64 luce el auto del a quo por o. 
cual se autoriza el allanamiento del domicilio de i? 
encausada, el cual, tal como señala la asistencia técnica de 
aquella, carece de la fundamentación exigida por el articule 
^2 1 del Código P.í ocesa i Penal. A pesar de tal omisión, i; 
solución no seré la propuesta por la recurrente. 

La Constitución Nacional establece en o y 
artículo 10 que el domicilio es inviolable, y que una ley 
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determinará en qué casos y con qué justificativos podra 
precederse a su allanamiento. En el caso que nos ocupa, la 
ley procesal así lo ha hecho, señalando que "...cuando 
hubiere motivos para presumir • que-' en determinado lugar 
existen cosas pertinentes al delito, o que allí puede 
elee tuarse la de tención del impu tado o de alguna 
persona... sospechada de criminalidad, el juca ordenará, por 
auto fundado, el registro de ese lugar»..". 

La. exigencia de fúndame n tac ion o 
just:i ii.cación en la expedición de la orden de registro 
descansa en la necesidad de control jurisdiccional de la 
actividad de la prevención, aportando de esta manera, 
garantías de imparcialidad y objetividad ai momento de 
decidir e.1 libramiento de ordenes de allanamiento, 
garantizándole asi a los ciudadanos la exclusión de 
decisiones irregulares o arbitrarias, documentando que ellas 
son producto de la derivación razonada del derecho vigente y 
no de la voluntad individual del juez; si los jueces no 
estuvieran obligados a examinar los antecedentes y razones 
que motivan el pedido de las autoridades administrativas y 
estuviesen facultados para expedir las ordenes de 
allanamiento sin necesidad de expresar fundamento alguno, la 
intervención judicial carecería de sentido, pues no 
constituiría control ni garantía alguna para asegurar la. 
inv lolab i I .i dad del domicil io, (ver voto del Dr. Petracchi en 
la causa "Torres, Oscar C.“ fallada por la Corte Suprema de 
Justi-Cla de la Nación el 10*■ b— 9 ¡2 ). 
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Sentado lo anterior, correspondo Be rio lar 
que la fundamento ión en cnentión presupone la existencia ..le 
e lomen tos previno en la investigación gue le oi-.v-m <1.- 

apoyatura. Aquella exigencia Implica la necesidad de valorar 
rotor., otorgando leo, al expedir la orden de regí o tro, la 
entidad suficiente como para justificar la invasión del 
domicilio ajeno. 

En el caso que eos ocupe, durante 
Prácticamente un mes la prevención efectuó tareas de 

seguimiento preventivo (ver £. i/22), las cuales fueron 

debidamente consultadas, y posteriormente, autorizadas por el. 
juzgado instructor (ver constancias de f. 2,11 y 12.), de 
donde surge un seguimiento y control de aquellas. 

Tales trabados daban cuenta de la 
presencia en esta ciudad de las personas luego detenidas, las 
que en algún caso contaban con prontuarios policiales 
referidos ni torna estupefacientes (Wilsnn Mal donado 
Baldarrama). Esas informaciones que señalaban que el grupo so 

encontraría en i lícitos re loe i onados con la ley W(\M , 

motivaron el seguimiento de varios do los sospechosos. el .que 
arrojó mas elementos de duda sobre sus conductas. Asi, se 
obtiene como domicilio probable de algunos de los sospechados 
eV de la aquí recurrente, montándose vigilancia sobre él. Tal 
operativo arrojó como respuesta la verificación de que por 
allí pasaba alguno de los observados por la prevención. 

A esto hay que sumarle el hecho do que la 
Hp rficistro librada respecto de la residencia, de Enema 
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(inzuían, fue requerida luego de la detención de otros 
encausados, (uno de loo cuales, según los informes 
mencionados, había sido visto salir de dicho domicilio). Toda 
esta información recogida por los preventores, debidamente 
valorada a los linea que la aportaron, esto es, la expedición 
de una orden de ai I ananiíento, justifica su emisión. 

Pretender en este caso la nulidad de lo 
actuado, por la omisión del juzgador de fundar el auto que 
autorizaba el registro domiciliario, resulta un formalismu 
absol u lo que en nada colabora para al: :i atizar 1.a garantí a 
constitucional de la inviolabilidad del domicilio. La 
existencia de abundante evidencia, siempre atendiendo a los 
fines para Loo que el La fue colectada, valorada por el 
inotmotor en las oportunidades en que fue consultado, 
justifican debidamente las exigencias legales requeridas para 
el libramiento de una orden de allanamiento. 

Debe destacarse que estío razonamiento no 
implica la validación del registro puesto en crisis por lo 
obtenido como consecuencia de eu ejecución, ya que los 
elementos analizados en esta resolución son aquellos 
existentes ex ante de la expedición de la orden debatida. 

ha ausencia de iundamentaeión aquí 
debatida resulta un mero defecto formal del auto habilitante, 
ya que como fue reseñado supra, los motivos necesarios 
justificantes tic 1 allanamiento habían sido logrados por la 
Investigación. Es asi que no estamos ante un caso donde 
de la inicial sospecha delictiva que autorice un 
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registro domiciliario, sino ante un supuesto en e. 
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arle .1 an tara, la solución habrá de ser contraria a la 
pretendida por la defensa, de Encina Guzmán. 

En l.o atinente al resto de los agravios 
planteados respecto de la orden de allanamiento, falta de 
designación de la persona que la ejecutaría y falto de hora 
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exacta para bu ejecución, aparecen como excesivos recaudos, 
ya que la orden establecía que debía ejecutarse eso día en 
horario diurno, resultando tal margen y ante la 
particularidad de este tipo de procedimientos, razonable. En 


.manto a la delegación, en fu no tonar i 


•loe policiales y 1.a 


indeterminación de quién seria efectivamente el ejecutor. 


nombre y apellido, no causa agravio a la recurrente. 


ya que 


tal proceder se encuentra contemplado en el articulo 22 A del 
código adjetivo, no surgiendo cual sería la norma. Incumplida 
ante tal situación ni sus consecuencias riesgosas para la 
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Resuelto lo anterior y en cuanto ai aubi 
de procesamiento y prisión preventiva dictado a bu respecto 
por encontrarse ajustado a derecho será, confirmado. 

Por lo precedentemente expuesto. y di 
conformidad con lo manifestado por el Sr. Fiscal de Cámara 
el. TRIBUNAL RESUELVE: 


i) RECHAZAR la nulidad intento 
a s i s t e no i a t é o ni c a d e G e r t r u d i s S i 1 v i a E.t i c i. n a G u zmá 


•ida por i a 











II) CONFIRMAR la resolución de f.i/5vba. 
on todo cuanto decide respecto de Gertrudis Silvia Encina 
Guz-mán. 

Regístrese, llágase saber, devuélvase la 
causa principal y oportunamente la presente incidencia. 



FH o íicuíi r Afilo 































